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1. 
Norma revisada

LEY 1460 DE 2011 (Junio 29), aprobatoria de la “Convención Interamericana para facilitar la asistencia en casos de desastre”, adoptada en Santiago de Chile, el 7 de junio de 1991. 

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE la “Convención Interamericana para facilitar la asistencia en casos de desastre”, adoptada en Santiago de Chile, el 7 de junio de 1991. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1460 de junio 29 de 2011, por medio de la cual se aprobó “Convención Interamericana para facilitar la asistencia en casos de desastre”, adoptada en Santiago de Chile, el 7 de junio de 1991. 

3.
Fundamentos de la decisión

Examinado el trámite seguido en el Congreso de la República por la Ley 1460 de 2011, la Corte Constitucional constató que se cumplieron en debida forma las etapas, requisitos y procedimiento establecidos en la Constitución Política y en el Reglamento del Congreso, en particular en cuanto: (i) surtió los cuatro debates de aprobación con el quórum exigido y las mayorías necesarias; (ii) contó con las publicaciones del proyecto y de las ponencias para cada debate; (iii) se efectuaron los avisos previos de cada votación exigidos por el artículo 160 de la Carta; (iv) cumplió los términos que deben transcurrir entre las votaciones en comisión y plenaria de ambas cámaras y entre Senado y Cámara de Representantes. Por consiguiente, declaró exequible la Ley 1460 de 2011, en cuanto a su aspecto formal. 

En relación con el contenido material del instrumento bajo revisión, la Corte comenzó por resaltar que la “Convención Interamericana para facilitar la asistencia en casos de desastre”, adoptada en Santiago de Chile, el 7 de junio de 1991, tiene la finalidad de construir un modelo compartido de atención humanitaria  multilateral, para actividades de socorro humanitario, rehabilitación, reconstrucción y desarrollo, dirigida a dar impulso a la ayuda mutua y a la eficaz e inmediata prestación de asistencia recíproca entre los países, sin dejar de lado la prevención y la creación de mecanismos de mitigación de desastres, con miras a la protección frente a eventuales pérdidas humanas y materiales que afectan el desarrollo económico y social de los países de América. 

Para la Corte, tanto el objeto como los fines de esta Convención, derivados del concepto mismo de atención humanitaria, se ajustan a los mandatos constitucionales de protección de los derechos fundamentales de las personas, como la vida, la integridad física y la salud, así como a los principios que rigen las relaciones exteriores y de integración, en especial, con los países de Latinoamérica y el Caribe, expresamente consagrados en los artículo 9, 226 y 227 de la Constitución Política. 

De igual modo, la Corte consideró que el ámbito de aplicación y autoridades competentes para solicitar, ofrecer  y aceptar la asistencia de un Estado Parte, respeta la autonomía de todos los Estados interesados. En relación con exoneraciones del pago de tributos, tasas o contribuciones para los medios de transporte, equipos y abastecimiento enviados por los Estados Parte para las actividades de asistencia, advirtió que la Constitución radica en el Congreso de la república la potestad Tributaria y con ello la facultad de establecer los sujetos pasivos de los gravámenes y los hechos generadores de los mismos, así como la facultad de exonerar determinados sujetos y hechos de la carga impositiva. Dicha exoneración no vulnera criterios constitucionales de equidad, sino que responde, por el contrario, a criterios de razonabilidad, ya que la incorporación al territorio aduanero nacional de los bienes destinados a la atención de desastres, desarrolla directamente los objetivos del Convenio y los fines constitucionalmente discernidos. A este respecto, precisó que la prohibición contenida en el artículo 294 de la Constitución no imposibilita que los tratados internacionales concedan exenciones, siempre que la Nación compense a las entidades territoriales las posibles afectaciones de sus ingresos. 

Por otro lado, en cuanto a la disposición del libre ingreso, tránsito y salida de bienes y personas entre los Estados Parte, así como el suministro de facilidades migratorias y aduaneras, la Corte encontró que desarrolla el concepto de cooperación internacional de los Estados hemisféricos con pleno respeto por los principios de soberanía de los Estados auxiliados. En todo caso,  se respetan las potestades del Estado auxiliado y el de tránsito en relación con la determinación de vías de acceso, tránsito y lugares de destino final de los medios de transporte, equipos y abastecimientos, pudiendo incluso designar zonas restringidas, las cuales deben ser respetadas por los Estados Parte. De la misma forma, las estipulaciones relativas a la circulación en el territorio nacional del personal no nacional de auxilio, no contraviene la Carta Política, en lo referente a la soberanía nacional y libre determinación de los pueblos, toda vez que responde a las exigencias de un mundo cada vez más globalizado e integrado que permita la solución de problemas a nivel universal, con el concurso de la comunidad internacional. Además, se trata de medidas migratorias, respecto de las cuales el legislador tiene amplia facultad regulatoria. Así mismo, las inmunidades y privilegios conferidos se ajustan a la Carta, siempre y cuando estén encaminadas a la “defensa, igualdad y soberanía del organismo de derecho internacional de que se trate y de los Estados que acuerdan conceder dichas prerrogativas”, que, de todas maneras, no pueden ser absolutas. 

Finalmente, la Corte señaló que en el ámbito de las relaciones internacionales el mecanismo de subrogación es comúnmente utilizado, a fin de regular lo referente a la responsabilidad de las Partes frente a sus acciones, imprimiendo una mayor seguridad en el cumplimiento de los compromisos y de las garantías que se adopten para proteger a las partes y al personal de auxilio frente a los riesgos y vicisitudes que se puedan presentar derivadas de los actos propios de la labor de ayuda humanitaria. Dado que la administración y control de la prestación del auxilio es realizada por el Estado auxiliado, la correlativa asunción de los riesgos por el mismo y la subrogación del estado auxiliador y el personal de auxilio por actos relacionados con la misión, tiene pleno fundamento en la responsabilidad patrimonial del Estado como garantía del patrimonio de los ciudadanos, consagrado en los artículos 2, 58 y 90 de la Constitución. 

En ese orden, la Corte concluyó que las estipulaciones de la “Convención Interamericana para facilitar la asistencia en casos de desastre”, resultan acordes con la normatividad constitucional y por ende, procedió a declarar exequible esta Convención.
